SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°89
RADICACIÓN: 66682310400120160017601
ACCIONANTE:   MAURICIO LOAIZA OCAMPO
CONFIRMA NEGACIÓN


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
Providencia:
SENTENCIA DE TUTELA – 2ª INSTANCIA – 28 de noviembre de 2016
Radicación Nro. :
  
661703104001201600158-01

Accionante:

MAURICIO LOAIZA OCAMPO 
Accionados:     
ICETEX

Proceso:                
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo solicitado
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas:


DEBIDO PROCESO Y DERECHO DE PETICIÓN / EXPEDICIÓN DE PAZ Y SALVO / NO PROCEDE SUSPENSIÓN DEL DESCUENTO POR CONCEPTO DE AMORTIZACIÓN / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. “De acuerdo con lo informado por la entidad accionada en su respuesta, el requerimiento efectuado por el señor MAURICIO LOAIZA OCAMPO fue contestado mediante oficio 2016924416 de octubre 03 de 2016, razón por la cual fue acertada la determinación de la juez de primer nivel al dar por superado lo atinente al derecho fundamental de petición, puesto que al haberse cumplido con lo que fue objeto de la demanda en ese sentido, no era necesario dar ninguna orden al respecto. No obstante, no puede pasarse por alto que en el momento de presentar la acción de amparo el ICETEX sí se encontraba afectando dicha garantía constitucional, toda vez que tardó más de un año en dar respuesta a la solicitud del tutelante, lo cual desbordó excesivamente el término de 15 días con el que legalmente contaba para ello, sin que hubiese ninguna justificación para ese actuar omisivo. En lo atinente a la garantía constitucional al debido proceso, debe decirse que no advierte la Sala que la misma se haya quebrantado por parte de la entidad demandada, toda vez que se ciñó a lo establecido en nuestro ordenamiento legal, y concretamente a la facultad que le otorga el artículo 16 del Decreto 3155 de 1968 (…).  [L]a pretensión de suspensión invocada por el accionante no puede prosperar, por cuanto la actuación del ICETEX no es arbitraria y tiene un soporte legal, ya que la ley faculta a este instituto para ordenar la retención de las cuotas de amortización e intereses vencidos por conceptos de préstamos con esa entidad, tal como ocurrió en este caso, en el que por intermedio de la Directora de Cobranzas se pidió la deducción del salario del señor LOAIZA OCAMPO del dinero que adeuda por ese concepto, en 34 cuotas mensuales. Al parecer el accionante se encuentra inconforme con el valor que actualmente le figura como saldo, puesto que considera que ya hizo el pago total de la deuda, pero su censura frente a las condiciones del crédito, los intereses y demás condiciones pactadas, no pueden ser objeto de discusión o análisis por este mecanismo, toda vez que no se encuentra en riesgo ninguna garantía fundamental, y cuenta con la vía ordinaria para controvertir lo que en su criterio no se ajuste a las parámetros establecidos, o esté en contravía del ordenamiento legal, y en ese trámite podrá aportar las pruebas y elementos que estime necesarios. 

Citación  Jurisprudencial, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-416/05.

                     REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación N° 1098
                                                  Hora: 3:15 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el ciudadano MAURICIO LOAIZA OCAMPO, frente al fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta por él contra el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior “Mariano Ospina Vélez”- en adelante ICETEX-.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor LOAIZA OCAMPO se pueden concretar así: (i) en mayo 26 de 2015 presentó derecho de petición ante el ICETEX, en el cual solicitó ordenar y autorizar que las oficinas de abogados que tenían a cargo el cobro del crédito a su nombre, le expidieran paz y salvo, conforme con lo expuesto en dicho memorial, y en atención a que ya había pagado más de lo adeudado y adjuntó los recibos; (ii) dicha entidad le informó mediante correo electrónico que solo podía contestar su solicitud en julio 8 de 2015; no obstante, nunca se pronunció al respecto, lo que configura silencio administrativo positivo, y por ello deben expedirle el paz y salvo pedido; (iii) en septiembre 06 de 2016 fue radicado en el Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), ente territorial en el labora hace más de un año como inspector de policía y tránsito, oficio en el que la Directora de Cobranza del ICETEX, MARÍA VICTORÍA CAMARGO CORTÉS, dispuso que le sean descontadas de su nómina 34 cuotas mensuales de $291.655, en total de $9.916.266, valor asignado al plan de amortización del crédito incluidos los planes de financiación –según afirma-; (iv) la actuación del ICETEX vulnera flagrantemente su derecho constitucional al debido proceso, puesto que si bien los artículos 5 del Decreto 317 de 1958 y 16 del Decreto 3155/68  facultan a esa entidad para hacer una retención administrativa del salario, dicha normativa no opera de manera automática, tal como lo ha precisado la H. Corte Constitucional en las sentencias T-495/01, T-416/05, ya que tales órdenes deben obedecer a un acto administrativo emitido con posterioridad a que se haya convocado al deudor o deudores a un proceso de aclaración de saldos y conminación de pago, que puede ser impugnado y demandable ante la jurisdicción contencioso administrativa mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, lo cual en su caso no sucedió; y (v) la orden de descuento solo es procedente por el capital y los intereses corrientes, en la forma pactada en el momento del crédito, mas no por intereses de mora, gastos de cobranza, entre otros aspectos que hagan más onerosa la deuda.
Con fundamento en lo anterior, solicita se amparen sus derechos fundamentales de petición y debido proceso; y, en consecuencia, se ordene al ICETEX que dé una respuesta de fondo a su petición, y suspenda la orden dada al Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.)–Área de Recursos Humanos, hasta que se garantice el debido proceso y sean agotados los recursos de ley. Ésta última petición también fue invocada como medida provisional.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la acción, el despacho de primer nivel corrió traslado a la entidad demandada, la cual se pronunció en los siguientes términos:
Por intermedio de su Jefe de Oficina Asesora Jurídica del ICETEX indicó que en efecto el tutelante presentó derecho de petición en el que solicitó la revisión del estado del crédito educativo, puesto que considera que la obligación se encuentra cancelada, y al respecto esa entidad emitió respuesta de fondo y concreta en el oficio 2016924416 de octubre 03 de 2016, el cual fue remitido a la Dirección que registró el accionante y al correo electrónico suministrado por él, en la que se le explicó lo sucedido con el acuerdo de pago, y se le plantearon nuevas alternativas, lo que permite superar el hecho generador que dio origen al amparo.

En cuanto a la inconformidad que muestra el accionante con relación al estado de su obligación contractual, es un aspecto que atañe a la jurisdicción ordinaria mediante el juez competente, por cuanto su pretensión es lograr la modificación de lo que fue pactado, y para ello este mecanismo constitucional resulta improcedente por cuanto no se demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable, puesto que se trata de actuaciones de contenido económico, que deben ser definidas dentro de un proceso que permita ejercer la contradicción, en el que se cumplan las garantías procesales para las partes, se haga el análisis probatorio y se decida lo que en derecho corresponde.
Por lo anterior, solicita denegar el amparo solicitado y determinar que el ICETEX no ha vulnerado ningún derecho fundamental al accionante.

3.2.- Culminado el término constitucional, el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) emitió fallo en el que declaró la carencia actual de objeto en lo atinente al derecho de petición, y negó el amparo en lo referente al debido proceso.
4.- IMPUGNACIÓN

El actor consignó en el acta de notificación la frase “impugno el fallo proferido de fecha 12-oct-2016”; no obstante, no hizo ninguna argumentación sobre su inconformidad.

5.- Para resolver, se considerA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró la carencia actual de objeto por hecho superado en lo atinente al derecho de petición, y negó el amparo respecto del derecho al debido proceso. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, revocándolo o modificándolo.

5.2.- Solución a la controversia 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso el ciudadano MAURICIO LOAIZA OCAMPO acudió ante el juez constitucional, con el fin de que se termine con una situación que en su criterio afecta sus garantías fundamentales, consistente en que el ICETEX nunca se pronunció sobre la solicitud de paz y salvo que radicó en esa entidad desde mayo 26 de 2015, con relación al crédito que tenía con ese instituto, y mediante oficio de septiembre 06 de 2016 dirigido al Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), dispuso retener de su salario 34 cuotas mensuales de $291.655, en total $9.916.266, por concepto de amortización; por tanto, pidió que se ordenara a dicha entidad dar respuesta al derecho de petición que elevó, y suspender el citado descuento.

De acuerdo con lo informado por la entidad accionada en su respuesta, el requerimiento efectuado por el señor MAURICIO LOAIZA OCAMPO fue contestado mediante oficio 2016924416 de octubre 03 de 2016, razón por la cual fue acertada la determinación de la juez de primer nivel al dar por superado lo atinente al derecho fundamental de petición, puesto que al haberse cumplido con lo que fue objeto de la demanda en ese sentido, no era necesario dar ninguna orden al respecto. No obstante, no puede pasarse por alto que en el momento de presentar la acción de amparo el ICETEX sí se encontraba afectando dicha garantía constitucional, toda vez que tardó más de un año en dar respuesta a la solicitud del tutelante, lo cual desbordó excesivamente el término de 15 días con el que legalmente contaba para ello, sin que hubiese ninguna justificación para ese actuar omisivo. 

En lo atinente a la garantía constitucional al debido proceso, debe decirse que no advierte la Sala que la misma se haya quebrantado por parte de la entidad demandada, toda vez que se ciñó a lo establecido en nuestro ordenamiento legal, y concretamente a la facultad que le otorga el artículo 16 del Decreto 3155 de 1968, en el cual se consigna expresamente que: “ […] Las cuotas de amortización y los intereses vencidos por concepto de los préstamos que verifica el ICETEX, deberán ser deducidos y retenidos por los pagadores de las entidades o personas, así públicas como privadas a que tales deudores presten sus servicios mediante orden expresa del Director o Subdirector del ICETEX, las cuales deberán ser entregadas a la Tesorería del mismo Instituto […]” –negrillas no originales-.
Ahora, no es cierto que en la jurisprudencia citada por el tutelante en la demanda se haya condicionado la aplicación de esa potestad a que previamente se hubiese convocado al deudor o deudores a un proceso de aclaración de saldos y conminación de pago, por el contrario, en dichas decisiones se concluye que no hay vulneración del debido proceso en el procedimiento realizado por el ICETEX, puesto que dicha entidad no requiere de ningún trámite judicial o administrativo para disponer ese tipo de retenciones, y precisamente lo consignado en la sentencia T-416/05 fue tenido en consideración por la juez de primer nivel para no acceder al amparo invocado.

En esas condiciones, la pretensión de suspensión invocada por el accionante no puede prosperar, por cuanto la actuación del ICETEX no es arbitraria y tiene un soporte legal, ya que la ley faculta a este instituto para ordenar la retención de las cuotas de amortización e intereses vencidos por conceptos de préstamos con esa entidad, tal como ocurrió en este caso, en el que por intermedio de la Directora de Cobranzas se pidió la deducción del salario del señor LOAIZA OCAMPO del dinero que adeuda por ese concepto, en 34 cuotas mensuales
Al parecer el accionante se encuentra inconforme con el valor que actualmente le figura como saldo, puesto que considera que ya hizo el pago total de la deuda, pero su censura frente a las condiciones del crédito, los intereses y demás condiciones pactadas, no pueden ser objeto de discusión o análisis por este mecanismo, toda vez que no se encuentra en riesgo ninguna garantía fundamental, y cuenta con la vía ordinaria para controvertir lo que en su criterio no se ajuste a las parámetros establecidos, o esté en contravía del ordenamiento legal, y en ese trámite podrá aportar las pruebas y elementos que estime necesarios.

Acorde con lo brevemente expuesto, se confirmará la decisión proferida por la primera instancia, por cuanto se encuentra ajustada a derecho.
ANOTACIÓN FINAL

Advierte el Tribunal que la juez de primer nivel hizo un pronunciamiento tardío sobre la medida provisional que fue solicitada en el escrito de tutela por el accionante; por tanto, se hace un llamado de atención a la funcionaria para que a futuro revise con más detenimiento las solicitudes planteadas en los escritos de tutela, y se evite pasar por alto pretensiones de esta naturaleza.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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